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|RESUMEN EJECUTIVO

Debido al deterioro en las condiciones económicas que 
viene presentando el país hace ya más de cinco años, 
así como las recientes dificultades en el acceso a la vi-
vienda impuestas por la pandemia, hemos visto que la 
pobreza y la vulnerabilidad social han vuelto a aparecer 
entre las problemáticas que más preocupan al país. Si 
bien se trata de materias que previamente no estaban 
resueltas, lo cierto es que luego de décadas de mejoras 
sostenidas en los niveles de hacinamiento, pobreza, 
déficit habitacional y hogares en campamentos, las as-
piraciones del país habían comenzado a apuntar más 
alto. Sin embargo, estos temas volvieron a estar entre 
las prioridades del debate público y se ha hecho nece-
sario volver a analizar de manera crítica las políticas pú-

blicas llamadas a enfrentar aquellas carencias que pue-
den limitar el desarrollo de las personas y sus familias.
Es en ese contexto que en el presente estudio buscamos 
analizar las carencias presentes en el ámbito de la vivien-
da y ciudad, tanto cuáles son sus características, como 
también su relación con la pobreza y vulnerabilidad eco-
nómica. A partir de ello sostenemos que la primera co-
rresponde a una dimensión o un síntoma de las segundas 
y que, por lo tanto, se trata de problemáticas que se en-
cuentran íntimamente relacionadas y que no debieran ser 
tratadas como eventos independientes. Este cambio de 
paradigma invita a ver las políticas sectoriales destinadas 
a abordar cada uno de estos problemas de manera coor-
dinada y complementaria, cosa que hoy vemos distante.
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En las últimas décadas el país experimentó una sosteni-
da reducción en la proporción de la población que se 
encuentra por debajo de la línea de la pobreza por in-
gresos, pasando de 68,5% a 8,6% entre los años 1990 y 
2017 según el Ministerio de Desarrollo Social y Familia 
(MDSF)1. Así también, la disponibilidad de informa-
ción más precisa sobre las condiciones de vida de los 
hogares fue permitiendo dar cuenta de la evolución de 
otras carencias que van más allá del ingreso y que tam-
bién tienen impactos en el desarrollo socioeconómico 
de las personas, dado que limitan el grado en que éstas 
pueden acceder y hacer uso de las oportunidades que se 
les presentan. 

Así, desde el año 2013 en Chile se comenzó a medir de 

forma oficial la pobreza multidimensional incluyendo 
indicadores de educación, salud, trabajo y seguridad 
social, vivienda y entorno, a la cual se incorporó en 
2015 una nueva dimensión de redes y cohesión social. 
Según la última información disponible en la encuesta 
CASEN 2017, 1 de cada 5 personas en el país estaría en 
pobreza multidimensional, es decir, presentaría caren-
cia en al menos uno de estos ámbitos2.

El avance en estos indicadores, que previamente exhibía 
una tendencia positiva, comenzó a ralentizarse a partir 
de 2015 con el debilitamiento macroeconómico del país 
e incluso a revertirse en los años más recientes, luego 
de la llegada de la pandemia y las dificultades que ésta 
impuso. Por esto y a pesar de los esfuerzos públicos, en 

1. RELACIÓN ENTRE POBREZA Y 
CARENCIA DE VIVIENDA

1.  MDSF (2020). “Evolución de la pobreza 1990-2017: ¿Cómo ha cambiado Chile?”. Ministerio de Desarrollo Social y Familia (MDSF). 2020. 
2.  Para medir la incidencia de pobreza multidimensional se determina la situación de las personas que forman parte de hogares que no logran 
alcanzar condiciones adecuadas de vida en un conjunto de cinco dimensiones relevantes del bienestar, entre las que se incluye: (1) Educación; 
(2) Salud; (3) Trabajo y Seguridad Social; (4) Vivienda y Entorno; y, (5) Redes y Cohesión Social. Dichas condiciones son observadas a través 
de un conjunto ponderado de 15 indicadores (tres por cada dimensión) con los que se identifican carencias en los hogares. Los hogares que 
acumulan un 22,5% o más de carencias se encuentran en situación de pobreza multidimensional.
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2020 el país experimentó un alza en la población vivien-
do con ingresos por debajo de la línea de la pobreza -la 
que a pesar de incluir las transferencias monetarias en-
tregadas durante la emergencia sanitaria aumentó desde 
8,6% a 10,8% entre 2017 y 2020-, así como también una 
reducción de los ingresos de la clase media que aumentó 
su probabilidad de caer en pobreza, produciéndose un 
deterioro en las condiciones de vida de los grupos más 
vulnerables.

En ese contexto, la vivienda fue una de las dimensiones 
que cobró una fuerte visibilidad dado el explosivo au-
mento de las tomas y campamentos. Esto último tam-
bién gatillado por el fuerte incremento de la población 
extranjera viviendo en condiciones precarias.

Además, en 2017 las carencias en esta dimensión au-
mentaron su importancia a la hora de explicar la po-
breza multidimensional: si en 2015 éstas contribuían 
con un 26,4% de ella, en 20173 dicho porcentaje creció 
hasta el 28,7%4, posicionándose junto con la dimensión 

de trabajo como las más incidentes en explicar la pobre-
za multidimensional de las familias chilenas, con cerca 
del 60% del total. Este hecho tiene gran relevancia, pues 
existe evidencia sobre la relación que hay entre pobreza y 
carencias habitacionales, como es la exposición a barrios 
desfavorecidos y segregados, la cual impactaría negativa-
mente en los logros educacionales de los miembros de 
una familia5-6-7; en la probabilidad de concentrar delin-
cuencia8, en los problemas de salud física y mental9-10e 
incluso, la que se asocia con menores posibilidades de 
movilidad económica entre generaciones11-12-13 y en 
peores resultados de acceso al mercado laboral 14-15. 

Del mismo modo, esta relación entre pobreza y caren-
cias en el ámbito de la vivienda parece refrendarse a par-
tir de la evolución de una serie de indicadores para el 
caso chileno, que revisaremos a continuación.

En primer lugar, desde 2015 se observa que, en parale-
lo al paulatino deterioro de las condiciones económicas 
del país, se produjo también un alza en los hogares con 

3. En 2017 es el último año en que se cuenta con información al respecto. El cálculo de este indicador se calcula a partir de la encuesta CASEN 
que realiza el Ministerio de Desarrollo Social y Familia. Sin embargo, debido a la pandemia ésta se suspendió el año 2019, mientras que en 
2020 se llevó a cabo con un cuestionario abreviado que excluyó algunas de las preguntas necesarias para su construcción.
4. De acuerdo con lo que reporta el MDSF, en 2015 la contribución relativa de las distintas dimensiones a la pobreza multidimensional era la 
siguiente: 24,9% Educación, 12,1% Salud, 31% Trabajo y seguridad social, 26,4% Vivienda y entorno y 5,6% Redes y cohesión social. En 2017, 
en tanto, dichos porcentajes cambiaron a: 24,1%, 10,4%, 31,1%, 28,7% y 5,6%, siendo Vivienda y entorno la dimensión que más aumentó su 
importancia.
5. Bischoff, Kendra, and Sean F. Reardon (2014). “Residential segregation by income, 1970-2009”. Diversity and Disparities: America Enters a 
New Century. New York: The Russell Sage Foundation.
6. Lichter, Daniel T., Domenico Parisi, and Michael C. Taquino (2015). “Toward a New Macro- Segregation? Decomposing Segregation within and 
between Metropolitan Cities and Suburbs.” American Sociological Review
7. Chetty, R., Hendren, N., & Katz, L. F. (2016). “The effects of exposure to better neighborhoods on children”. The American Economic Review, 
106(4), 855-902. doi:10.1257/aer.20150572.
8. 11 Massey, D. (1995). “Getting Away with Murder: Segregation and Violent Crime in Urban America”. University of Pennsylvania Law Review, 
143(5), 1203-1232. doi:10.2307/3312474.
9. Kling, J., Liebman, J., and Katz, L., (2007). “Experimental Analysis of Neighborhood Effects”. Econometrica, 75:1, 83-119. 
10. Chetty (2016). Op. cit.
11. Li, H., H. Campbell, and S. Fernandez (2013). “Residential Segregation, Spatial Mismatch and Economic Growth across US Metropolitan 
Areas”. Urban Studies.
12. Graham, B., and P. Sharkey (2013). “Mobility and the metropolis: How communities factor into economic mobility”. Pew Charitable Trusts
13. Chetty (2016). Op. cit.
14 .Boston, T., (2005). “The Effects of Revitalization on Public Housing Residents: A Case Study of the Atlanta Housing Authority”. Journal of 
the American Planning Association, 71:4, 393-407, DOI: 10.1080/01944360508976710.
15. Chetty (2016). Op. cit.
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acceso deficitario a servicios básicos16, rompiendo así 
con la sostenida trayectoria de mejora que se registraba 
en el período previo (ver Gráfico 1). También es posible 
observar durante este período de tiempo cómo los hoga-
res en pobreza presentan un peor acceso a los servicios 
básicos que los hogares que no se encuentran en situa-
ción de pobreza. 

Segundo, se observa cómo, a pesar de que el nivel de ha-
cinamiento ha venido disminuyendo en el tiempo, éste 
se concentra en los hogares más pobres, que de acuer-
do con la información del Gráfico 2, presentan mayores 
probabilidades de sufrir esta problemática. Esta tenden-
cia, a su vez, es incluso mayor si se analizan los hogares 
bajo una perspectiva de pobreza multidimensional, los 
cuales exhiben en 2017 un 19% promedio de hacina-
miento (versus un 4% promedio del resto).
 
Tercero, en cuanto al déficit habitacional, tal como se 
observa en el Cuadro 1, se encuentra que el 58% de los 
hogares que presentan requerimientos habitacionales 
cuantitativos provienen del 40% más vulnerable del país. 
Y, al ahondar en los componentes del déficit habitacio-

16. Esto es, agua potable y un adecuado servicio de eliminación de excretas.

Gráfico 1  Acceso deficitario a servicios básicos, 
pobres y no pobres 2006-2020 (% de hogares)

Fuente: encuestas CASEN.

Gráfico 2  Nivel de hacinamiento dependiendo 
si el hogar está en pobreza por ingresos

Fuente: elaboración propia a partir encuestas CASEN.

Cuadro 1 Componentes del déficit habitacional 
oficial por quintil de ingreso

Fuente: elaboración propia a partir de CASEN Pandemia 2020.
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nal, se encuentra que entre aquellos hogares que poseen 
viviendas irrecuperables, 60% se ubica dentro del 40% 
de menores ingresos de la población y que un 68% de 
quienes presentan requerimientos por ser núcleos fami-
liares allegados provienen del 40% de la población con 
menos recursos.

Por último, hay otras fuentes disponibles que muestran 
un deterioro en el ámbito de la vivienda luego del debili-
tamiento de la situación económica del país y que sugie-
ren que este problema se concentra especialmente en los 
hogares de menores recursos. Es el caso del incremento 
reciente en las personas que viven en campamentos que, 
como muestra el Gráfico 3, nos ha llevado a un retro-
ceso equivalente a más de 26 años, ubicándonos a un 

Gráfico 3 Campamentos y familias en campa-
mentos, entre los años 1985 y 202217

Fuente: elaboración a partir de catastros del MINVU y Techo-Chile.
*Corresponde a catastros de Techo, mientras los años 1985, 1996, 
2007, 2011, 2019 y 2022 fueron elaborados por el MINVU.

17.  Durante esos años el Ministerio de Vivienda y Urbanismo (MINVU) ha realizado seis catastros de campamentos, mientras que TECHO Chile 
también ha catastrado seis veces desde 2013. La información de los catastros del MINVU de 1985 a 2011 en MINVU (2013). “Mapa Social de 
Campamentos”. Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Secretaría Ejecutiva de Campamentos. Enero, 2013. Los datos del catastro 2019 en la 
presentación MINVU (2019). “Catastro Nacional de Campamentos Análisis Sociodemográfico”. Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Centro de 
Estudios de Ciudad y Territorio. Diciembre, 2019. MINVU (2022). “Catastro campamentos MINVU 2022”. Presentación, MINVU. 2022. Disponible 
en: https://www.minvu.gob.cl/wp-content/uploads/2022/10/Presentacio%CC%81n-CNC-Nacional-VF-LANDING.pdf
18. Más información en: MINVU (2022). “Catastro campamentos MINVU 2022”. Presentación, MINVU. 2022.

nivel superior al de 1996. El salto inédito que se produjo 
en los dos últimos años da cuenta del recrudecimiento 
del problema habitacional en el país. Así, a pesar de los 
esfuerzos y políticas públicas que se han implementado, 
los hogares en campamentos casi se han duplicado entre 
los años 2019 y 2022.

Parte importante de este aumento de hogares en cam-
pamentos es posible de explicar por la mayor cantidad 
de migrantes viviendo en esta condición. Actualmente 
un 40% de los hogares en campamentos tienen jefatura 
extranjera18, situación que ha aumentado de forma im-
portante, dado que en 2011 solo un 1,2% de los jefes de 
hogar en campamentos era migrante. Y en ese contexto, 
es interesante constatar que el 83% de los extranjeros en 
campamentos se concentran en tres regiones: la Metro-
politana, Antofagasta y Tarapacá. Con todo, estos datos 
sugieren una importante relación entre la proliferación 
de asentamientos precarios y la situación económica de 
los hogares, viéndose ambos deteriorados en el último 
tiempo. Prueba de esto mismo es que mientras la tasa 
de pobreza de los hogares a nivel nacional es un 10%, en 
los campamentos esta tasa aumenta a un 48%. A su vez, 
los catastros disponibles muestran que la llegada de las 
familias a los campamentos se explica mayoritariamente 
por razones económicas: un 55% declara entre sus prin-
cipales razones que es por sus bajos ingresos en el hogar, 
un 47% por el alto costo de los arriendos y un 21% por la 
falta de empleo o cesantía. En ese sentido, un 56% de los 
jefes de hogar que vive en campamentos dice que previa-
mente arrendaba y un 35% que vivía allegado.

Lo anterior es especialmente grave, pues los hogares que 
viven en campamentos presentan significativas carencias 
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19.  Las viviendas precarias no tienen estructura y se utilizan materiales informales como lata, cartón, plástico, carpas o viviendas móviles y 
las viviendas semi-precarias tienen estructura frágil y sin terminaciones, como media agua o similar.
20. La amenaza se define como un evento físico y/o natural, potencialmente perjudicial, fenómeno y/o actividad humana que puede causar 
la muerte, lesiones u otros impactos a la salud, al igual que daños a la propiedad, la pérdida de medios de sustento y de servicios, trastornos 
sociales y económicos, o daños ambientales. Como ejemplo, esta amenaza de riesgo puede provenir de viviendas ubicadas en zonas con 
remoción en masas, con peligro de inundación, antrópico, incendio forestal, entre otros. Más información en: Centro de Ciudad y Territorio 
(2020). “Informe de campamentos en áreas de riesgo según el Instrumento de Planificación Territorial”. Equipo de Análisis Territorial del Centro 
de Estudios de Ciudad y Territorio del MINVU. Septiembre, 2020. 
21. En Catastro Nacional de Campamentos 2020-2021. Disponible en: https://ceschile.org/catastro/ 
22. Henoch, P. (2022). “Calculando el déficit habitacional”. Serie de Informe Social 195, Libertad y Desarrollo. Octubre, 2022.

habitacionales que tienen el potencial de seguir perpe-
tuando la pobreza. Un 52% de las viviendas en campa-
mentos son precarias o semi precarias19, un 41% de los 
hogares de los campamentos accede a agua por fuera de 
la red pública, con los respectivos riesgos sanitarios que 
esto puede conllevar, siendo que a nivel nacional esta 
cifra alcanza un 6%. Además, un 63% de los hogares en 
campamentos no cuenta con una solución sanitaria. 
Otro tema que preocupa es que un 37% de los campa-
mentos, 399 de los 1.091, están ubicados en áreas de 
amenaza de riesgo20 según la definición del instrumen-
to de planificación territorial vigente, es decir, se trata 
de zonas que requieren acciones inmediatas para prote-
ger a las familias que viven en ellos y que no son aptas 
para que una familia pueda prosperar.

Con todo, queda en evidencia que tanto quienes viven 
en campamentos, como quienes forman parte del déficit 
habitacional o sufren otras carencias en dicho ámbito, 
presentan múltiples problemáticas de índole económi-
ca, que todo indica no se solucionan sólo con la correcta 
implementación de una política habitacional cuyo obje-

tivo es la provisión de unidades habitacionales. Lamen-
tablemente, en la medida que éstas sean invisibilizadas, 
seguirán representando una piedra de tope para la su-
peración y desarrollo de las familias que las sufren, per-
petuando la pobreza en las generaciones futuras. En esa 
línea, un estudio de Techo Chile21 muestra que habría 
57.384 menores de edad viviendo en campamentos y 
otro análisis de Libertad y Desarrollo22, que 420 mil vi-
virían en familias que son parte del déficit habitacional.

En suma, la evidencia y datos presentados hasta aquí 
indican, por un lado, la vigencia de los problemas rela-
tivos a la carencia de la vivienda en el país, y por el otro, 
la existencia de una relación entre ésta y la vulnerabili-
dad económica de las personas y los hogares, lo que nos 
lleva a sugerir que ésta debiera considerarse como una 
dimensión o un síntoma de ella. La pobreza o vulne-
rabilidad económica y las carencias en vivienda no son 
problemáticas aisladas y, por ende, parece lógico que és-
tas debieran abordarse de manera simultánea o al menos 
coordinada, cosa que hasta ahora la política pública ha 
sido incapaz de hacer con éxito. 



10 

SERIE INFORME SOCIAL 197 /  DICIEMBRE 2022 

WWW.LYD.ORG

2. CONCENTRACIÓN TERRITORIAL DE LA 
POBREZA URBANA

Habiendo constatado la relación que existe entre las ca-
rencias en vivienda y la pobreza, se deduce la existencia 
de importantes implicancias para la política pública y 
cómo la manera de enfrentar cada una de estas proble-
máticas puede a su vez incidir –para bien o para mal- 
sobre la otra. 

Una evidencia muy clara en ese sentido es cómo la po-
lítica habitacional influye sobre cómo y dónde viven las 
familias que se encuentran en situación de pobreza, y 

con ello sobre las posibilidades que tienen de superarla. 
Así, lo que se ha visto es que aún si cae la pobreza en el 
tiempo, el problema urbano se acentúa en la medida que 
la menor cantidad de personas en dicha condición tien-
den a concentrarse en un mismo espacio, donde a su vez 
se exacerban otras carencias. Lo anterior se puede apre-
ciar con claridad si consideramos que, a pesar de que la 
pobreza por ingresos ha disminuido durante los últimos 
años, la concentración de los hogares pobres mantiene 
patrones similares desde el año 2002 (Figura 1). 

Figura 1  Grupos socioeconómicos (GSE) en la Región Metropolitana, serie 2002-2017

Fuente: Observatorio de Ciudades UC.
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A su vez, es posible constatar que el déficit habitacional 
se concentra en ciertas comunas. Solo 2523 de 324 co-
munas representan la mitad del déficit del año 2020. De 
las 25 comunas con más déficit, 19 se encuentran en la 
Región Metropolitana y concentran el 39% del total del 
déficit del país. 

De la misma forma, se observa que el aumento de los 
campamentos y su distribución es mayor en ciertas 
regiones. Entre los años 2019 y 2022 hubo un im-
portante aumento de casi 25 mil hogares viviendo en 
campamentos y el 77% de los hogares en campamen-
tos se concentró en cinco regiones: Valparaíso, Región 
Metropolitana, Biobío, Tarapacá y Antofagasta. Del 
mismo modo, el Gráfico 4 muestra el aumento de los 

asentamientos informales en las regiones entre los años 
2019 y 2022 y se observa cómo tres regiones (Valparaí-
so, Región Metropolitana y Biobío) reúnen la mitad 
de los campamentos a nivel nacional. A partir de la in-
formación publicada en los catastros de campamentos, 
se muestra que las regiones que más han aumentado 
sus campamentos son: la Araucanía (181%, de 21 a 
59); Coquimbo (72%, de 25 a 43) y Arica y Parinacota 
(71%, de 7 a 12). Si se compara con el catastro de cam-
pamentos de 2019, de los 289 campamentos adiciona-
les creados en los últimos tres años: 74 campamentos 
adicionales se ubican en la región de Valparaíso, 52 
campamentos más en la Región Metropolitana, La 
Araucanía con 38 campamentos más y Atacama con 
un aumento de 33 campamentos.

Gráfico 4  Campamentos, entre 2019 y 2022

Fuente: elaboración a partir de catastros del MINVU 2019 y 2022.

23.  De las comunas que son parte del marco muestral de la CASEN Pandemia 2020, si bien la encuesta no está hecha para tener una represen-
tación comunal, se busca ejemplificar la concentración de estos requerimientos. Estas comuna son: Santiago (16.440); Antofagasta (16.263); 
Maipú (13.381); Recoleta (11.583); Iquique (11.510); Puente Alto (11.223); El Bosque (11.188); La Florida ((10.810); San Bernardo (9.792); Lo 
Prado (8.300); Quilicura (7.730); Renca (7.725); Arica (7.522); Cerro Navia (7.512); Concepción (7.012); Viña del Mar (6.980); Conchalí (6.755); 
Peñalolén (6.694); Estación Central (6.334); Pedro Aguirre Cerda (5.900); La Granja (5.862); Valparaíso (5.823); La Pintana (5.744); Quinta 
Normal (5.392) y La Serena (5.345).
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Pues bien, al analizar las imágenes de la Figura 2, junto 
con la configuración espacial de los grupos socioeconó-
micos en la Región Metropolitana (Figura 1), es posible 
observar que los patrones de localización son conver-
gentes, en la medida que las zonas de menores recursos 
son aquellas donde también se observan mayores índi-
ces de déficit habitacional junto con la localización de 
campamentos. En consecuencia, las carencias habitacio-

nales, a pesar de la disminución de índices como el de la 
pobreza por ingreso, suelen relacionarse a un problema 
de concentración espacial que persiste, observándose la 
convergencia de pobreza, déficit habitacional y campa-
mentos en los mismos barrios. A pesar de la disminu-
ción porcentual de algunas cifras, este es un problema 
que sigue latente para familias de menores ingresos, las 
cuales se concentran en lugares específicos del territorio. 

Figura 2  Déficit habitacional y campamentos en la Región Metropolitana

Fuente: déficit habitacional (MINVU)24 y campamentos (CES TECHO) 25. 

24. Más detalles en: https://storymaps.arcgis.com/stories/9b91afdf19de45c1bafb3080700ea818
25. Más detalles en: https://ceschile.org/wp-content/uploads/2020/11/Catastro%20Campamentos%202020-2021%20TECHO-FV.pdf
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3. EL PROBLEMA DEL EMPLAZAMIENTO DE 
LAS SOLUCIONES HABITACIONALES

Una posible explicación de esta concentración que exhi-
be el problema habitacional son los efectos de la política 
pública, tanto por la ubicación de las soluciones habita-
cionales, como por la regulación que afecta la disponi-
bilidad de viviendas y la calidad de los barrios. Algo de 
esto se deduce del hecho de que las comunas con mayor 
déficit han tendido a generar menor oferta de viviendas 
sociales que la demanda26. Lo anterior puede deberse 
a que la mayoría de las zonas con mayor déficit están 
en el pericentro de Santiago y en ciudades como Viña 
del Mar y Valparaíso, donde los precios promedios de 
los inmuebles son superiores a los montos que entre-
gan los distintos instrumentos de política pública. Lo 

anterior da cuenta de que éste es un problema que se ha 
exacerbado en el tiempo en áreas metropolitanas, cosa 
que puede explicarse por la inelasticidad de la oferta in-
mobiliaria en este tipo de ciudades y, por ende, la capa-
cidad de generar oferta subsidiada tiende a disminuir en 
el tiempo debido al alza de precios. En consecuencia, la 
misma política no contribuye a enfrentar los problemas 
habitacionales donde más es requerido, pues ni ésta ni la 
regulación tienen la capacidad de incentivar los merca-
dos locales para aumentar las soluciones habitacionales 
subsidiadas. Por ende, ésta también es una de las posi-
bles causales de los patrones de segregación y concentra-
ción que hemos descrito anteriormente.

26.  Mendía, Santiago. (2022). “Análisis territorial de la brecha habitacional y el déficit potencial comunal: un insumo para el plan de emergencia 
habitacional”. Déficit Cero y Urbanismo Social. Santiago, Chile
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Tal como muestra la Figura 3, la probabilidad de cons-
truir viviendas sociales en ciudades como Santiago es 
menor que en otras de menor tamaño, como Chillán, 
cuya concentración es inferior, pues la posibilidad de 
desarrollar viviendas sociales está más esparcida a lo 
largo de la ciudad; esto difiere a Santiago, donde las 
probabilidades altas convergen a zonas periféricas o pe-
ricentrales que se alejan del centro comercial de la ciu-
dad27. Además de ello, también es posible apreciar que, 
nuevamente, la localización es consistente con las zonas 
descritas en las Figuras 1 y 2.

Otra problemática que se encuentra al revisar lo que 

ocurre con las soluciones habitacionales que se entre-
gan es que éstas suelen emplazarse en zonas de bajos in-
gresos y en su mayoría, fuera del radio de acción directa 
de elementos urbanos como son las líneas de Metro (Fi-
gura 4) y la concentración de comercio. Esto tiene im-
plicancias directas en las oportunidades de las familias 
favorecidas por los subsidios habitacionales puesto que, 
independiente del beneficio patrimonial que implica ser 
dueño de una vivienda, el entorno en que ésta se ubica 
dificulta el acceso a una serie de oportunidades labora-
les, de educación, salud o recreación que en su condi-
ción de vulnerabilidad económica son primordiales. Al 
analizar la distribución de los proyectos de integración 

Figura 3  Probabilidad de localización de viviendas sociales en Chillán y Santiago

Fuente: ventas en 2017 de propiedades construidas entre 2010 y 2017 28. 

27.  Este punto cobra especial relevancia si se considera que los centros de trabajo son clústeres de empleo y desarrollo y, cuyas distancias de 
traslado son superiores en zonas metropolitanas versus ciudades de menor escala.
28. Aravena, I. (Forthcoming). “Paying for integration: The overall neighborhood impacts of a mixed-income housing demand voucher: evidence 
from Chile”. Working paper.
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socioeconómica (acogidos al DS-19) es posible apreciar 
que su localización dentro de Santiago, además de estar 
concentrada espacialmente, se reduce principalmente a 
barrios tipificados como D y, en menor medida, a C3 
(Gráfico 5), lo cual es consistente con los montos de los 
subsidios y el alza de precios en zonas metropolitanas 
que hace cada vez menos viable su construcción en zo-
nas más atractivas29.

Dado lo anterior, es esperable pensar que las carencias 
habitacionales se vinculan directamente con las restric-
ciones mismas de los subsidios y su desconexión con 
la evolución del mercado inmobiliario. Junto con el 
flagelo de las familias y sus condiciones de pobreza, las 
restricciones de los subsidios en cuanto a precio y super-
ficie dificultan la localización de las viviendas sociales, 
las cuales se han ido desplazando con cada vez mayor 

Figura 4 Grupos socioeconómicos (GSE), líneas de metro y localización de viviendas sociales en el Gran 
Santiago

Fuente:  Observatorio de Ciudades UC y MINVU.

29. Esto es relevante si se considera que los bienes públicos y los atributos urbanos están altamente correlacionados con los precios de las 
viviendas. En consecuencia, cuando los lugares aumentan su estándar, es más difícil de construir viviendas sociales ahí.
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frecuencia a zonas de bajo desarrollo urbano. Más aún, 
se ha ido haciendo más difícil emplazarlas en las zo-
nas metropolitanas, que es precisamente donde tiende 
a concentrarse el déficit habitacional30 y por lo tanto, 
donde más se requieren.

Un ejemplo de lo anterior es lo estudiado por Aravena y 
Maiz (2022)31  en el Gran Valparaíso, quienes encuen-
tran que la factibilidad de desarrollar viviendas se ve 
altamente restringido por la falta de ecualización entre 
mercado y beneficios estatales. Como muestra la Figu-
ra 5, la probabilidad de localización de una vivienda 
social está altamente restringida por los valores de sue-
lo32. Este hecho tiene una consecuencia relevante para 
las políticas públicas pues, si los precios de los terrenos 
tienden a aumentar en el tiempo, considerando que el 
resto de las variables se mantienen constante, el espacio 
para las viviendas sociales tendería a disminuir33.

Lo anterior contraviene a los efectos de políticas que 
persiguen los programas de integración social, los cuales 
cada vez encuentran mayores dificultades para permitir 
el desarrollo de viviendas sociales en zonas localizadas 
dentro de las ciudades metropolitanas, situación que 
diverge con otras de menor tamaño y donde la oferta es 
más elástica y presenta precios que hacen más factible 
el desarrollo de viviendas sociales. La Figura 3 nos da 
cuenta de lo anterior y cómo la probabilidad de cons-
truir viviendas sociales bajo el D.S. N°19 en Santiago y 
Chillán son distintas a lo largo de ambas ciudades.

30. Mendía, Santiago. (2022). Op. Cit. Página 27.
31. Aravena, I., Maiz, P., (2022). “Construyendo Valparaíso: Propuestas para el déficit habitacional”. Fundación Piensa. Valparaíso, Chile.
32. El suelo tiende a comprenderse como un valor residual entre los costos de desarrollo y las ventas de un proyecto, implicando que zonas de 
menor precio tienen un valor inferior que otras más atractivas.
33. Cabe indicar que, como destacan Aravena y Maíz (2022), a pesar de que la tentación de aumentar el valor de los subsidios siempre es una 
opción, ello no se recomienda, pues sus efectos se absorben rápidamente en el corto plazo producto que la diferencia aumenta artificialmente 
la capacidad de la demanda. Dos ejemplos de lo anterior son la renovación urbana en Santiago y su explosión en precios una vez que se con-
solidó el sector, y los subsidios de arriendo en los cerros de Valparaíso post incendio de 2014, lo cual generó alzas en las rentas inmobiliarias 
del sector una vez aplicado el beneficio.

Gráfico 5 Distribución de proyectos de integra-
ción social (DS-19) por GSE de zonas censales

Fuente: información de proyectos DS-19 solicitados por transparen-
cia a MINVU.

Figura 5 Probabilidad de que el valor de suelo sea 
inferior a 5 UF/m² y de que una vivienda cumpla 
con requisitos de superficie y precio indicados en los 
subsidios habitacionales

Fuente: Aravena y Maiz (2022).
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34 . El programa pequeños condominios o micro radicación del MINVU corresponde a una solución especial del programa Fondo Solidario de 
Elección de Vivienda (D.S. 49) y financia la construcción de más viviendas en un mismo terreno.
35 MINVU (2021a). “Impacto de la Red de Metro y tren Urbano de Santiago”. Centro de Estudios de Ciudad y Territorio del MINVI.
36. Aravena, I., Maiz, P. (2022). Op. Cit.
37. Aravena, I. (2022b). “Informality in Chilean metropolitan areas. The case of the Greater Valparaíso and Santiago”. Lincoln Institute of Land 
Policy. Working paper
38. Gil Mc Cawley, D. (2019). “Law and Inclusive Urban Development: Lessons from Chile’s Enabling Markets Housing Policy Regime”. Ameri-
can Journal of Comparative Law, Vol. 29, No. 3, 2019 https://academic.oup.com/ajcl/article-abstract/67/3/587/5645415, Available at SSRN: 
https://ssrn.com/abstract=3927296
39.  MINVU (2021a). Op. cit.

En términos generales, las carencias habitacionales en 
forma de requerimientos de vivienda permiten explicar 
sólo una parte del déficit habitacional, siendo necesaria 
una visión que nos invite a mirar políticas de manera 
integrada entre mercado inmobiliario, subsidios y el rol 
de la regulación y los gobiernos locales en las solucio-
nes. En la actualidad, existen diversos instrumentos con 
el potencial para ayudar en este problema como lo son 
el programa de pequeños condominios34  y beneficios 
normativos para proyectos integrados (como el Decreto 
Supremo N°56), y cuyo impacto ha sido bajo debido a 
barreras normativas y de implementación35. No obs-
tante, las trabas regulatorias y la poca capacidad de los 
gobiernos locales son brechas que requieren de mayor 
atención. Y es que, si no logramos estimular el mercado 
y generar los incentivos necesarios para contravenir las 
tendencias actuales, será difícil abordar los problemas 
habitacionales de forma separada al de la pobreza.

Por ejemplo, en ciudades con un alto déficit habitacio-
nal como lo son Viña del Mar y el Centro de Santiago, 
un gran porcentaje de los inmuebles se transan por so-
bre los valores de los subsidios. A ello se suma la poca 
disponibilidad de suelo, lo cual dificulta implementar 
programas como el Banco de Suelos. La respuesta más 
tentadora sería aumentar los valores de los subsidios. 
Sin embargo, evidencia como la renovación urbana de 
Santiago nos muestra lo espurio y cortoplacista de ello, 
teniéndose que una vez aplicado el subsidio la demanda 

aumentó y los precios subieron más allá de lo permiti-
do por los beneficios estatales producto de las nuevas 
construcciones y la consolidación de un nuevo polo de 
desarrollo inmobiliario con buena localización dentro 
de la ciudad. En consecuencia, necesitamos replantear-
nos el paradigma de la vivienda y pensar en soluciones 
implementadas en otras latitudes como lo son los bonos 
de densidad, la construcción de pequeños condominios 
y el rol de los gobiernos metropolitanos y locales en la 
búsqueda de soluciones que tomen en cuenta las carac-
terísticas propias de cada territorio36. Con todo, se debe 
tener presente que las “balas de plata” no existen y que 
las soluciones a implementar requieren de conocer el te-
rritorio, pues la configuración de los mercados es hete-
rogénea, lo que impacta de manera distinta en cómo los 
precios y los efectos de las políticas públicas terminan 
capitalizándose. 

En consecuencia, es posible sostener que el foco exclu-
sivo en el financiamiento masivo de viviendas a través 
de los subsidios descritos ha exacerbado los patrones de 
concentración de la población con mayores carencias 
habitacionales y económicas37-38, siendo uno de los 
motivos la falta de planificación integrada y el uso de 
herramientas que estimulen el desarrollo de viviendas 
sociales en zonas de interés social. Un ejemplo de ello 
es el potencial subutilizado en torno a la red de Metro 
de Santiago para desarrollar programas de viviendas so-
ciales39.
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4. LA NECESIDAD DE ABORDAR LA POBREZA 
Y VIVIENDA DE FORMA INTEGRADA

Junto con lo anterior, los programas habitacionales en-
focados netamente en la provisión de viviendas no han 
ido acompañados, en paralelo, de la generación de opor-
tunidades para sus beneficiarios40. Y es que, si bien la 
provisión de una vivienda es un canal para enfrentar la 
pobreza, no necesariamente soluciona el fondo del pro-
blema.

Como se muestra en Suecia41 y Holanda42, el simple 
hecho de generar proyectos integrados no tiene efectos 

en el desarrollo económico de las familias con menores 
recursos una vez que se mudan a barrios más afluentes, 
puesto que la generación de redes no sucede tan sólo 
por compartir donde se vive. En Chile esto cobra sen-
tido, por ejemplo, si se piensa que una de las barreras 
sociales más fuertes ocurre en la distinción entre quie-
nes poseen un título profesional versus el resto de la 
población, lo cual genera distancias en la forma en que 
se relacionan los chilenos43. Por ello, hasta ahora los re-
sultados más efectivos han sido en programas donde la 

40. Aravena, I. (2022). Op Cit.
41. Galster, G., Andersson, R., Musterd, S. (2010). “Who is affected by neighbourhood income mix? gender, age, family, employment and income 
differences”. Urban Studies (Edinburgh, Scotland), 47(14), 2915-2944. doi:10.1177/0042098009360233
42. Miltenburg, E. M., van de Werfhorst, H. G, Musterd, S., & Tieskens, K. (2018). “Consequences of forced residential relocation: Early impacts of 
urban renewal strategies on forced relocatees’ housing opportunities and socioeconomic outcomes”. Housing Policy Debate, 28(4), 609-634. 
doi:10.1080/10511482.2018.1424722
43. Bargsted Valdés, M. A., V. Espinoza y A. Plaza. (2020). “Pautas de Homofilía en Chile”. Revista de Sociología, 105(4).
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vivienda es parte integral de planes de superación de la 
pobreza y donde su provisión ha sido acompañada de 
otras políticas asociadas a educación, salud y empleo, 
entre otros44-45.

Esto habla de la importancia que tiene el abordar am-
bas problemáticas de manera conjunta. De lo contrario, 
existe un riesgo de añadir una dimensión extra al pro-
blema, pues si bien en términos promedio es posible 
observar que cuando una familia recibe una solución 
habitacional presenta una evolución favorable, ocurre 
que muchas zonas urbanas siguen concentrando de-
ficiencias que están quedando invisibilizadas y que les 
impiden salir adelante de forma definitiva.

En Chile, cuando una familia recibe una vivienda so-
cial generalmente existe cierto acompañamiento. No 
obstante, diversas evaluaciones muestran que esta ac-
ción aislada desde un ministerio es insuficiente. Por 
ejemplo, en el caso de la vivienda sin deuda -D.S. N° 
49- las familias deben participar de un plan de acom-
pañamiento social46 que solo se limita a hacerse cargo 
de actividades mínimas como lo son el apoyar a las fa-
milias para su organización vecinal, definición de nor-
mas de convivencia y copropiedad y fortalecimiento 
de habilidades para la mantención y administración 
de los bienes propios y comunes. Asimismo, el pro-
grama de viviendas de integración social D.S. N°19 

contempla un plan de integración para las familias47. 

Quizás el programa de campamentos cuenta con un 
plan de acompañamiento que contempla más ámbitos 
de acción, no obstante, sigue siendo una acción aislada 
desde un ministerio. Es así como la última Evaluación 
de los Programas Gubernamentales (EPG) del progra-
ma de campamentos  detectó una falta de articulación 
con otros actores, destacando lo necesario de fortalecer 
su coordinación con otros servicios del Estado para ha-
cer más eficaz su intervención.

En suma, podríamos decir que las soluciones habitacio-
nales son herramientas parciales que no consideran el 
problema de fondo que aqueja a los hogares, esto es, la 
pobreza, sino que sólo entregan una vivienda, lo que es 
necesario, pero insuficiente si el objetivo es llevar adelan-
te políticas públicas que mejoren la calidad de vida y las 
oportunidades de sus beneficiarios. Así, es clave coordi-
nar los esfuerzos para no enfocarse en sólo una carencia, 
sino en comprender las múltiples manifestaciones de 
la pobreza. Ésta ha evolucionado y hoy no es igual que 
hace treinta años, es posible que su cara más visible sea 
en efecto en la carencia habitacional, así como su con-
centración en ciertos barrios; sin embargo, su problema 
basal sigue convergiendo a la pobreza o vulnerabilidad 
económica y sus múltiples dimensiones y, por lo tanto, 
urge hacerse cargo de ellas de manera coordinada.

44. Chetty (2016). Op Cit.
45. Jeri, T., L. Cannobbio y D. Vásquez (2020). “Informe final de evaluación programas gubernamentales (EPG): programa Fondo Solidario de 
Elección de Vivienda DS 49”. Subsecretaria de Vivienda y Urbanismo, MINVU. 2022.
46. Más información en: Centro de Estudios de Ciudad y Territorio (2020). “Habitabilidad y convivencia en conjuntos de integración social 
Análisis de la experiencia de residentes e inmobiliarias”. MINVU, 2020.
47. EPG (2019). “Informe Final de Evaluación Programas Gubernamentales (EPG): Programa de Campamentos”. Evaluación Programas Guber-
namentales (EPG). Noviembre, 2019


